El cambio en la política pública laboral del primer gobierno del FA (2005-2010) 

Resumen
Durante el primer gobierno del Frente Amplio (FA) en el Uruguay (2005‑2010), presidido por el Dr. Tabaré Vázquez, se procesa un cambio en la política laboral que tiene relación con el legado político de las relaciones laborales del país, con los recursos de poder del partido gobernante y con el contexto económico de la época.
Estos factores dan lugar a un nuevo marco jurídico que presenta una modificación significativa en la matriz de derechos de los trabajadores y sindicalistas, la promoción de la negociación colectiva y el fortalecimiento de las instituciones laborales.
El trabajo analiza los factores que dieron lugar a la política laboral en el primer gobierno del FA; el mismo se apoya en la metodología process tracing ―rastreo de procesos―, un método de reciente aplicación en ciencia política que permite abordar la forma en que las variables o condiciones causales de un sistema, se relacionan e inciden en los efectos o resultados en un entorno específico; en este caso, la política laboral del período referido.
Introducción 
 En el primer gobierno del FA en Uruguay, presidido por el Dr. Tabaré Vázquez, se procesa un cambio significativo en la política laboral que tiene relación con el legado político de las relaciones laborales, los recursos de poder del partido gobernante y la incidencia de la coyuntura económica del período. Esta transformación se caracterizó por estar integrada a la política económica y a reformas estructurales, como la del sistema tributario y la del sistema de salud. 
La ejecución de la política laboral contó con el rol activo del Gobierno en cuanto al fortalecimiento institucional y la producción de un alto número de leyes para la protección del trabajador y el movimiento sindical. Estos cambios significaron una variación en indicadores como la evolución del salario real, la cotización a las entidades de seguridad social y los niveles de acuerdos en negociaciones laborales.
Lo dicho anteriormente se dio en un contexto en el que el país afianzó sus instituciones democráticas y fortaleció el Estado de bienestar, y trató de satisfacer las necesidades de los sectores sociales más desprotegidos, en una coyuntura económica ―poscrisis de 2002― que llevó al gobierno por primera vez a un partido de izquierda[footnoteRef:1]. [1:  La falta de legitimidad de la autoridad estatal en algunos países de América Latina, la creciente complejidad de la estructura socioeconómica, los nuevos escenarios internacionales y el bajo desempeño de algunos regímenes democráticos, generaron la necesidad de reformar el Estado y ampliar los beneficios sociales. En Uruguay se percibe una situación que contrasta con otros países, por haber procesado un conjunto de políticas públicas de corte socialdemócrata, con ampliación de derechos y compromiso político, tanto en el sistema de servicios de salud, como en la reforma fiscal, hasta llegar a la política laboral.
] 

Además de la importancia del contexto para entender los factores que incidieron en la política laboral, es importante analizar dos conceptos de estudio que están relacionados; estos son la política pública y la política laboral.
La política pública se entiende como la acción del Estado para articular instrumentos en función de metas propuestas, respondiendo a determinadas condiciones para lograr resultados en los procesos sociales. Representa un «conjunto de objetivos, decisiones y acciones que lleva a cabo un Gobierno para solucionar los problemas que en un momento determinado los ciudadanos y el propio Gobierno consideran prioritarios» (Tamayo Sáez, 2013).
Toda política pública enfrenta tensiones; desde el cómo se definen los problemas sociales, pasando por las decisiones a tomar por los agentes principales, hasta llegar a los resultados previstos o imprevistos. En el desarrollo de las políticas sociales incide el entorno, el régimen político, la estructura y capacidad del Estado para propiciar intervenciones públicas a favor de la equidad y el fortalecimiento ciudadano. La dimensión de la política social se manifiesta a través del accionar de los actores relevantes, en el marco de escenarios concretos e interrelacionados (Repetto, 2004).
La capacidad en gestión pública implica un conjunto de mecanismos políticos y herramientas técnicas a través de las cuales se va desde el diseño y la decisión ejecutiva hasta la implementación concreta de lo planificado.
Cuando se empieza a pensar en una política pública, lo primero que aparece ―normalmente y sin descartar las visiones anticipatorias― es un problema social que toma carácter público; posteriormente, un análisis y diseño técnico que se materializa en un conjunto de decisiones para enfrentarlo y gestionarlo. Luego de estas acciones, generalmente hay una movilización que acompaña la decisión. En todo el proceso, la intervención del Estado legitima dicha política.
La política pública laboral es, en primera instancia, política, y por tanto, se basa en ideologías y relaciones de poder en condiciones cambiantes. Los resultados de la política laboral generan costos y beneficios para los actores sociales, que comprenden, en especial, los salarios, las condiciones laborales y el desarrollo de un conjunto de servicios sociales. También generan ganancias y pérdidas desde el punto de vista político, puesto que los cambios en las políticas laborales modifican las relaciones de poder entre empresarios y trabajadores. 
En otras palabras, puede interpretarse la política laboral, como el núcleo central de las políticas de bienestar, tiene efectos redistributivos de la riqueza que van desde los salarios, pasando por las condiciones de trabajo, hasta llegar a los aspectos relativos a la seguridad social.
Cuando se aborde la política pública laboral (en adelante PPL) se hará referencia a la presencia del Estado y su legado político, puesto de manifiesto mediante el ejercicio del gobierno, junto con las características y acciones de los actores principales (autoridades, parlamentarios, dirigentes políticos, sindicatos y gremios empresariales).
La PPL del período de estudio estuvo enmarcada en un entramado político, institucional y jurídico que permitió su implementación. La investigación se basó en analizar varios aspectos del ámbito institucional, como por ejemplo, la influencia del legado político de las relaciones laborales ―en especial, la reactivación de los Consejos de Salarios (CC. de SS.), creados en 1943―, los recursos de poder del FA, Su relación con diversos sectores de la sociedad, y la forma en la que incidieron dichos recursos en la práctica laboral. 
En otras palabras, en el período investigado hubo una transformación en la estructura institucional y en las relaciones laborales, fundamentalmente por el rol que asume el Estado como ente integrador y regulador, por el fortalecimiento institucional para implementar la política laboral y por el restablecimiento de los CC. de SS. y la negociación colectiva. 
La innovación en la política al crear los CC. de SS. rurales en 2006 y los CC. de SS. para las empleadas domésticas en 2008, y el mejoramiento de las condiciones laborales ―en especial, el aumento del salario real y el fortalecimiento del movimiento sindical― son otras de las notas características del período.
Breve mirada a grandes enfoques
En ciencia política existen diversas aproximaciones teóricas para explicar el desarrollo de los Estados de bienestar y el diseño de las políticas públicas. Las corrientes de pensamiento que se encuentran en la literatura clásica plantean varios enfoques para analizar el welfare state.
Aquí se presenta una síntesis de los principales enfoques teóricos que permitieron identificar las condiciones causales de la hipótesis principal de la investigación, mediante la cual el enfoque estadocéntrico se vincula con el legado político de las relaciones laborales; el enfoque de la teoría de poder de los grupos explica los recursos de poder del partido gobernante; y a través del enfoque de los procesos económicos y sus consecuencias sociales se muestra la incidencia del contexto económico de la época.[footnoteRef:2] [2:  De acuerdo con Antía, Florencia “se prefiere hablar de condiciones causales y resultado, antes que de variables…en el entendimiento de la naturaleza de la causalidad en los estudios de caso, en las que las causas son las razones de por qué las cosas suceden en el mundo real (en una visión determinista), en oposición a un entendimiento de las causas como factores que aumentan la probabilidad de un fenómeno (en una visión probabilista). Véase Beach y Pedersen (2016)”.
] 

A fin de comenzar con dicho análisis, se presenta en primer lugar el enfoque denominado estadocéntrico o institucional, que basa su indagación en la estructura del Estado, la capacidad burocrática, las trayectorias o legados políticos y el diseño institucional. Este modelo teórico sostiene que los cambios institucionales se explican mejor enfocándose en las élites políticas y en el contexto gubernamental. Dicho enfoque es conocido también como neoinstitucionalista, por su renovado interés en el análisis de las instituciones y el permanente cambio organizacional. 
De acuerdo con Skocpol (1985), la autonomía del Estado se produce a partir de su legitimación como una organización que posee el control de determinado territorio, así como de los ciudadanos que lo habitan, y puede alcanzar objetivos más allá de las demandas o intereses de los grupos de presión. En cuanto a la capacidad del Estado, esta escuela sostiene que es adecuado mensurarla tomando como variables la integridad territorial, los recursos económicos y los funcionarios públicos. Las estrategias para evaluar dicha capacidad son el análisis organizacional del Estado y su desarrollo, en tanto configurador de las acciones y las decisiones políticas. 
Según Evans (1992), la capacidad del Estado es un bien escaso, y las conexiones con la sociedad civil son soluciones a los problemas públicos. Algunos académicos perciben el vínculo entre el Estado y la sociedad como un entramado de tensiones entre la agenda estatal y las relaciones sociales extraestatales (a diferencia de los neoutilitaristas, quienes ven que el Estado pugna contra la sociedad, no contra el mercado). 
Este enfoque se basa en el análisis de la estructura institucional, los intereses del partido de gobierno, de la burocracia, de los administradores y de quienes toman decisiones sobre las políticas públicas, siempre en un contexto determinado, con un legado histórico y político que condiciona a los principales actores y, por lo tanto, influye en el diseño institucional. 
Autores como Haggard y Kaufman (2008) asocian el enfoque de los legados políticos con el concepto de coyuntura crítica, esto es, un cambio histórico clave en la correlación de fuerzas y de poder de los distintos actores involucrados en una política pública de bienestar. Este concepto se aborda más en profundidad en el desarrollo de la tesis; no obstante, aquí se realiza una breve introducción, asociada a otros dos conceptos: path dependence (‘dependencia del camino o de la trayectoria’) y policy feedback (‘legado político’). 
El concepto de path dependence se vincula a un momento o circunstancia, denominado contingente, que es aquella donde aparece la innovación institucional y en la cual las fuerzas de gestación estatal son independientes de las fuerzas que las mantienen en el tiempo. 
De este modo, el proceso de desarrollo de las instituciones surge como una sucesión de largos períodos de feedback permanentes, seguidos de períodos cortos de movimiento en los cuales se modifican las instituciones y se incorporan nuevos mecanismos de funcionamiento.
Dichos períodos de permanencia y de retornos incrementales son los procesos dependientes del camino (path dependent processes), y los períodos cortos de cambio se constituyen en coyunturas críticas (critical junctures).  
Las condiciones previas definen las alternativas institucionales de las cuales disponen los tomadores de decisiones, aunque no son determinantes. Luego se adoptará una de las opciones manejadas, con cierto grado de contingencia, y esta decisión generará un legado institucional estable (Capoccia, 2015). 
Dicho de otra manera: las opciones o alternativas disponibles durante las coyunturas críticas, como las decisiones que toman los actores políticos, están basadas en situaciones del pasado (Mahoney 2011).
La coyuntura crítica está asociada también a las nociones de crisis y conflicto político en la cual un grupo de actores (ganadores) ejerce la autoridad política sobre otro grupo de actores (perdedores). Su manifestación pública, en un escenario de conflicto y concentración de fuerzas, permite comprender la lucha por el poder y las formas de las desigualdades sociales (Pierson, 2015: 133).
 Es posible que sea un hecho menor que, a la larga, se convierte en fundamental para el cambio, como una respuesta abierta a un conflicto que desde el inicio se considere crítica; o puede ser un hecho trascendente, basado en un programa político que llega hasta la formulación de una ley. 
En otros términos, no es posible identificar con exactitud cuándo y por qué una crisis se convierte en una coyuntura crítica. Sí es posible señalar que una coyuntura crítica tiene las siguientes características: surge un episodio significativo de innovación institucional, se da de distinto modo en diferentes casos y genera un legado perdurable (Collier y Munck, 2017).
En segundo lugar, se presenta el enfoque de los recursos de poder, también llamado teoría de poder de los grupos. En este sentido existe gran cantidad de literatura especializada que hace hincapié en el papel de los actores —partidos y sindicatos— en el conflicto político y en la distribución de beneficios sociales (Korpi, 1980). 
En esta literatura, la política pública surge como resultado del juego de poder entre grupos de presión; sobre todo, entre los que ejercen mayor influencia en el campo político. Por lo tanto, los cambios en la influencia relativa ―es decir, en la correlación de fuerzas de los grupos de interés― son lo que generan transformaciones en la política pública. La capacidad de incidencia de los grupos de interés es determinada por su tamaño, por su riqueza, por su organización interna y por su llegada a los tomadores de decisiones políticas.
Para este enfoque, la formación de los grupos y su accionar constituyen el núcleo central de la política contemporánea. Desde esta perspectiva, la política consistiría en una competencia entre grupos con vocación de incidir en la determinación de la política pública. Su foco de análisis es doble: se busca determinar cuáles son los actores involucrados en el proceso político y se trata de explicar los procesos de movilización, de confrontación y de negociación de estos grupos de presión. 
Corresponde aquí mencionar el concepto denominado incrementalismo (modo de proceder relacionado con el pluralismo), que es presentado como el método de acción social que toma la realidad existente y compara las probables ganancias y pérdidas de las diversas alternativas, vinculadas a la toma de decisiones públicas. 
El modo de operar del incrementalismo implica pequeños ajustes para fomentar los escenarios más favorables cuando es posible, o grandes ajustes cuando se tiene mayor certeza con respecto a los resultados de las acciones (en ocasiones, se hacen ambas cosas; Dahl y Limdblon, 1971). 
Los autores que adoptan este enfoque centran su atención en la dotación de los recursos de poder (político y económico) y la lucha de los actores en conflicto por la financiación del welfare state y la redistribución de la riqueza. Se considera que la movilización de los sindicatos y la orientación de los partidos de izquierda, que buscan proteger los derechos laborales, se constituyeron en pilares fundamentales del surgimiento de los sistemas universales de protección laboral y seguridad social. 
La fuerza de los partidos de izquierda, la centralización del sindicalismo y el debilitamiento de los partidos conservadores contribuyen a la expansión de los programas sociales (Korpi, 1980). 
Si se sigue esta línea argumental, el grado de organización de los trabajadores, su poder de movilización y su articulación con los partidos de izquierda constituyen la clave explicativa de las políticas redistributivas, de las cuales la política laboral se considera una de las más significativas por sus efectos en la redistribución. La movilización y la capacidad de acción colectiva de los trabajadores están presentes en la formación de algunos sistemas de bienestar. Igualmente, es necesario señalar que hay quienes sostienen que estos procesos se iniciaron desde el poder de turno; en varios Estados, las políticas sociales surgieron como un mecanismo de control de los sindicatos y los movimientos sociales en general (Filgueira, 2005; Huber y Stephens, 2012). 
En su desarrollo, la teoría de los recursos de poder incorporó nuevos actores institucionales en sus enfoques. Su análisis se basa tanto en las constelaciones de poder ―esto es, en el balance interno entre clases o niveles socioeconómicos y en la redistribución de los recursos― como en los intereses político‑económicos, nacionales o internacionales, y en las estructuras del Estado. De acuerdo con el enfoque de recursos de poder, la articulación de los partidos de izquierda con las organizaciones de trabajadores se constituye como un pilar fundamental en el surgimiento de los sistemas universales de protección laboral y seguridad social. 
En tercer lugar, aparece el enfoque que corresponde al modelo teórico que enfatiza el análisis de los procesos económicos, el desarrollo industrial y la apertura a los mercados —entre otros factores— a la hora de describir la construcción de los Estados de bienestar y sus beneficios sociales. Los principales autores de esta escuela entienden que el sistema político tiene como función principal la transformación de demandas en decisiones y políticas públicas, por lo que su unidad básica de análisis es la interacción entre individuos, grupos y mercado (Esping‑Andersen, 1990). 
En algunos textos, este enfoque aparece mencionado como sistémico, estructural funcionalista o no institucional. Más allá de las denominaciones, la teoría en cuestión busca dar cuenta de la lógica del desarrollo en su totalidad y presta especial atención a los requisitos funcionales para la reproducción global de la sociedad y la economía. 
El enfoque económico es una corriente que viene de la tradición politológica e interpreta los conflictos sociopolíticos como consecuencias del desarrollo económico. Esta perspectiva pretende explicar, por un lado, la política como consecuencia de los conflictos económicos; por otro, el surgimiento del Estado de bienestar, con sus diferentes tipos históricos, como resultado de la industrialización y el desarrollo económico que se dieron desde comienzos del siglo xx. Esto lleva a que algunos autores planteen que el crecimiento económico deviene en la expansión de los sistemas de bienestar, que lógicamente podrían determinar la expansión de las políticas de protección social (Cameron, 1978, en De Armas, 2017). En otros términos, este enfoque tiene en cuenta la política como consecuencia de los procesos económicos, que la condicionan y, en algunas ocasiones, la determinan. 
Si bien en algunas publicaciones puede verse que estos enfoques se ordenan de manera diferente o aparecen entrelazados, a los efectos de establecer un criterio claro en este trabajo se continuará con el orden presentado aquí. Además, los mismos son la base de la formulación de las condiciones causales que explican el cambio en la PPL, aspectos que se profundizan en el desarrollo metodológico, en el que se presenta la hipótesis central de la investigación.
Desarrollo Metodológico 
A través del estudio de la literatura especializada en metodología se puede advertir que las ciencias sociales han superado el entusiasmo con los estudios centrados en muchos casos y pocas variables, y con tratamientos estadísticos intensivos, para pasar a adoptar un nuevo interés en los estudios de caso en profundidad, al proporcionar descripciones del fenómeno y de las variables en juego, generar hipótesis y explicaciones tentativas (Cortés et al., 2008). 
Este tipo de análisis permite al investigador observar los elementos del sistema e introducirse en la dinámica de los procesos para reconstruir las conexiones lógicas entre diferentes variables, especialmente útiles para la elaboración y validación de hipótesis.
El presente trabajo se inscribe en esta metodología mediante un estudio de caso de tipo analítico‑explicativo que se fundamenta en el interés por profundizar en los mecanismos causales y en la explicación más fina de las relaciones en el sistema político y social. Asimismo, puede ser entendido como el análisis intensivo de un solo caso, en el cual el propósito es arrojar luz sobre una variedad más amplia de sucesos, sobre una población o un sistema en particular, y realizar contribuciones razonables al desarrollo teórico, la gestión de conocimiento o simplemente la confirmación de hipótesis. Para realizar la investigación se toma como método de análisis el denominado process tracing (p‑t) o rastreo de procesos, que se presenta como un modelo intracaso para evaluar procesos causales. 
A través de esta metodología, se realiza uno de los primeros intentos en ciencia política para definir las técnicas de estudio que implementan el concepto de causalidad para investigar los procesos de toma de decisiones por los cuales, a partir de unas condiciones iniciales determinadas, se logran resultados (Beach y Pedersen, 2013).
En resumen, el trabajo es un estudio de caso, cualitativo y determinista que examina cómo a partir algunas condiciones se logra un determinado resultado. Se parte de tres enfoques teóricos para definir las condiciones causales; la forma en la que estas condiciones interactúan se explica a través del método p-t, en el que se analiza la hipótesis inicial a partir de tres hipótesis rivales que se presentan como coincidentes, ya que no hacen predicciones divergentes del resultado y la evidencia a favor de una no refuta la otra (Zacks, 2017).[footnoteRef:3] [3:   Zacks plantea que existe una tendencia a considerar las hipótesis rivales como mutuamente excluyentes, lo que para él, no solo puede llevar a una teorización pobre, sino que puede inflar artificialmente la importancia de una explicación por sobre otras. Al respecto establece que pueden haber cuatro tipo de hipótesis: mutuamente excluyentes,  coincidentes, inclusivas y congruentes. ] 

La hipótesis que guía este trabajo es que el cambio de política laboral que se produjo en el primer gobierno del Frente Amplio en Uruguay fue el resultado de tres condiciones causales: el legado político de las relaciones laborales, el uso de los recursos de poder del partido de gobierno y la incidencia del contexto económico de la época.
Las condiciones causales propuestas en la hipótesis principal, se desagregan a los efectos del análisis, en tres hipótesis coincidentes bajo una lógica de congruencia. Las hipótesis coincidentes son independientes entre sí, la validez de una no condiciona ni corrobora la otra y pueden contribuir a la vez a explicar el fenómeno de estudio. Y la lógica de congruencia se justifica porque se parte de enfoques teóricos para explicar o predecir el resultado del caso particular (George y Bennett, 2005). 
Las hipótesis coincidentes son: H1) el legado de las relaciones laborales incidió en el cambio de la PPL. H2) Los recursos de poder del FA impulsaron el cambio en la PPL. H3) El contexto y la gestión del crecimiento económico del FA facilitaron el cambio en la PPL. Las mismas se basan en los tres enfoques teóricos propuestos oportunamente, los cuales, mediante el rastreo de procesos, permiten analizar la configuración causal que explica el desarrollo de la política laboral.
A partir del enfoque institucional y de los legados políticos, se fundamenta la primera condición causal del legado político de las relaciones laborales, al establecer que el marco institucional y el rol del Gobierno ―en la apuesta al Estado como principal actor en la protección de los sectores más vulnerables― junto con la trayectoria de las políticas de bienestar promovieron la reforma laboral y el mejoramiento de los programas sociales. 
Desde la tradición del desarrollo del modelo de Estado de bienestar en Uruguay y el perfil del partido gobernante, de corte socialdemócrata, se analizará la participación de diferentes actores ―políticos, sociales y sindicales― en el desarrollo de políticas públicas, junto con la capacidad técnica de los equipos de gobierno y las instituciones estatales que facilitaron su ejecución.  
A través del enfoque de los recursos de poder se plantea la segunda condición causal que facilitó al Gobierno consolidar la PPL. En el período investigado, las demandas de las bases sindicales desempeñaron un rol fundamental en la construcción de políticas de seguridad social y protección laboral. Este nivel de incidencia según el enfoque de recursos de poder solo es posible de acuerdo con el nivel de ordenamiento, la capacidad de movilización y la acción política de la organización de trabajadores, y al grado en que la dirigencia política incorpora sus demandas. 
Por último, desde el enfoque de los procesos económicos y las consecuencias sociales, se presenta el contexto y la gestión del desarrollo económico de la época como la tercera condición causal que permite explicar la repercusión de la coyuntura económica en la ampliación de los derechos sociales. En la construcción de la PPL incidió, por un lado, la crisis económica de 2002, que demandó la creación de planes sociales de emergencia, entre otras propuestas de desarrollo productivo y laboral; y por otro, la reactivación económica que comenzó en 2003 y se afianzó por las medidas del Gobierno a partir de 2005, las cuales impulsaron la puesta en marcha de las reformas sociales. De acuerdo con este enfoque, el crecimiento económico es una condición que facilita la extensión de los derechos sociales y la redistribución de la riqueza a través de políticas públicas.
La puesta a prueba de las condiciones causales; se realiza a través del análisis propuesto por Beach y Pedersen (2013), quienes presentan cuatro tipos de pruebas para analizar la pertinencia probatoria de cada evidencia para lo cual se basan en los conceptos de unicidad y certeza.
La unicidad está relacionada con la evidencia que tiene un valor único para las hipótesis principales que se pretenden validar (o comprobar su valor); por tanto, encontrar este tipo de evidencia fortalece nuestras hipótesis frente a otras rivales o alternativas. Por otro lado, la certeza nos remite al hallazgo de la prueba; nos permite evaluar en qué medida no encontrar la evidencia buscada afecta las hipótesis principales (Beach y Pedersen, 2013).
Si a las dimensiones de unicidad y certeza se le agregan dos categorías ―alta y baja― para complementar cada una de ellas, se obtienen cuatro resultados: alta unicidad y certeza, alta unicidad y baja certeza, alta certeza y baja unicidad, y baja unicidad y certeza. De estas cuatro combinaciones surgen como resultados cuatro tipos de pruebas metodológicas diferentes: a) straw in the wind, b) hoop test, c) smoking gun y d) double decisive.[footnoteRef:4] [4: 	Collier (2011) hace una sugerencia para clasificar las pruebas y plantea lo siguiente: si pasar la prueba es necesario, lo asocia al criterio de certeza; si es suficiente, al criterio de unicidad.] 

En el caso de que una evidencia pase satisfactoriamente la prueba straw in the wind, significa que aporta información relevante para comprobar la hipótesis, pero la presencia de esa evidencia, con baja certeza y unicidad, no es ni necesaria ni suficiente para confirmarla. Pasar esta prueba fortalece la hipótesis, aunque no nos permite confirmar la presencia de la evidencia -o mecanismo- como explicación única y certera; fallar esta prueba debilita la hipótesis, pero no la invalida.
La prueba hoop test muestra que la evidencia afirma la necesidad, pero no la suficiencia de la causa, con una baja unicidad y alta certeza. Pasar la prueba fortalece la hipótesis ―sin confirmarla―, y fallar la prueba supone eliminar la hipótesis.
En cambio, una evidencia smoking gun confirma la hipótesis y es suficiente para establecer causalidad; es una prueba con alta unicidad y baja certeza, por lo cual es un criterio suficiente, pero no necesario para probarla. Pasar la prueba permite probar la hipótesis; fallar la debilita, aunque no la invalida.
Finalmente, la prueba double decisive significa que la evidencia tiene alta unicidad y certeza, y la hipótesis puede, con criterios de necesidad y suficiencia, pasar la prueba, lo cual permite confirmar la hipótesis. Fallar la prueba equivale a eliminar la hipótesis.[footnoteRef:5] [5: 	En ciencias sociales es poco probable encontrar pruebas con evidencia que cumpla los criterios de unicidad y certeza, simultáneamente.] 

En la siguiente tabla se presenta el tipo de prueba obtenida para cada una de las tres condiciones causales y el análisis de la inferencia causal para definir los niveles de confianza de la hipótesis propuesta.[footnoteRef:6] [6: 	Cabe señalar que en este proceso de consecución de evidencias que permiten entender la relación entre condiciones causales, se destacan las entrevistas realizadas a diferentes actores, académicos, líderes políticos y gremiales que fueron parte del proceso de consolidación de las PPL. En los diálogos establecidos se pudo evidenciar que existen diferentes miradas del proceso, así como puntos de encuentro. Las diferentes posturas o reflexiones permitieron enriquecer la investigación con relación al proceso de elaboración de la PPL. El método tuvo como sustento empírico la recolección de información relacionada con cada condición y mecanismo causal, a través de datos primarios recabados directamente de las entrevistas, y en datos secundarios pertinentes, como leyes, decretos, reglamentos, documentos oficiales, fuentes estadísticas, cifras, artículos, tesis, ponencias y bases de datos que aparecen en la bibliografía.] 













Tabla: Análisis de la evidencia


	CONDICIÓN CAUSAL 1
	EVIDENCIA
	FUENTE DE LA EVIDENCIA
	TEST
(INFERENCIA CAUSAL – 
TIPO DE PRUEBA)

	LEGADO DE LAS RELACIONES LABORALES 
	
La implementación o transformación de políticas y leyes laborales.
	
Ley 10.449, por la que se reactivan los CC. de SS. de 1943.
Referencias normativas para la elaboración o modificación de leyes.
Políticas de bienestar implementadas.

	Straw in the wind
En el gobierno del FA se crearon leyes laborales que tuvieron sus bases en decretos y leyes del pasado. Además, tuvo incidencia el
legado del welfare state.
Este tipo de prueba no es suficiente ni necesaria para comprobar ―por sí sola― la hipótesis.
La existencia de normas y políticas no son en sí mismas evidencias que justifiquen la variable dependiente. Se require de otras acciones, como tener un gobierno mayoritario y un contexto económico y social favorable.
No obstante, es una prueba que respalda la explicación sin descartarla o darla por certera de forma definitiva.



	CONDICIÓN CAUSAL 2
	EVIDENCIA
	FUENTE DE LA EVIDENCIA
	TEST
(INFERENCIA CAUSAL – 
TIPO DE PRUEBA)

	RECURSOS DE PODER DEL FA

	
Los diálogos y alianzas generadas entre el FA y diferentes actores sociales; en especial, con el movimiento sindical.
	
En 2004 se forma la coalición EP‑FA‑ NM.
Documento: «Relacionamiento de la fuerza política, su gobierno y las organizaciones sociales», creado por comisión del Gobierno, el PIT‑CNT y otros activistas.
Plan de gobierno del FA con inclusión de acuerdos logrados.
Resultados electorales a nivel nacional 2004 (51,68 % de votos) y departamental; cargos alcanzados por la coalición.
El NE y el EP ingresan al FA el 19.11.2005.
	
Hoop
Los acuerdos generados por el FA y actores sociales y políticos, antes y durante su gobierno, facilitaron la ejecución de la PPL.
La alianza entre el FA y el PIT‑CNT es una evidencia persuasiva, pero no la única.
Es decir, los recursos de poder del FA fueron necesarios, pero no suficientes para la consolidación de la PPL.

	CONDICIÓN CAUSAL 2
	EVIDENCIA
	FUENTE DE LA EVIDENCIA
	TEST
(INFERENCIA CAUSAL – 
TIPO DE PRUEBA)

	CONTEXTO Y GESTIÓN DEL DESARROLLO ECONÓMICO

	La crisis económica generó diálogos y demandas que se plasmaron en un plan de acción.
Las decisiones públicas tomadas por el FA, de acuerdo con el contexto económico de la época, y su incidencia en la formulación de planes sociolaborales.
	Acuerdo entre actores sociales y políticos en la Concertación para el Crecimiento.
Plan de Emergencia.
Componente Uruguay Productivo en el plan de gobierno del FA.
Plan por el trabajo.
Políticas económicas y laborales y reformas implementadas.
Aumento del salario real de acuerdo con los niveles de inflación.
Creación del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales.

	Hoop
La evidencia muestra cómo la crisis económica de 2002 incidió en el plan de gobierno, que se priorizó el componente social y laboral.
Aunque estas condiciones influenciaron el sistema laboral, para poder generar un cambio de política fue relevante que el FA contara con la legitimidad de grupos de interés y con un gobierno mayoritario.
El contexto económico es una condición necesaria pero no suficiente; pasa la prueba, fortalece la hipótesis, pero no la confirma.


Fuente: elaboración propia.

Mediante el análisis sobre el tipo de evidencia puede establecerse que las condiciones causales están relacionadas en el desarrollo de la PPL y pueden considerarse como hipótesis complementarias. Así, por ejemplo, el legado político de las relaciones laborales facilitó la consolidación de un cambio en la política laboral y fue un contrapeso a las medidas adoptadas por los gobiernos anteriores, que se apoyó al inicio del proceso en disposiciones jurídicas preexistentes. Sin embargo, aunque la evidencia de esta variable es relevante, no es condición suficiente ni necesaria, como se señaló anteriormente; le corresponde el tipo de prueba straw in the wind.
Por otro lado, las condiciones causales de los recursos de poder y de la gestión del desarrollo económico, al testearlas mediante la prueba hoop, afirman la necesidad, pero no la suficiencia de la causa, lo que quiere decir que juntas fortalecen la hipótesis, pero no la confirman, al ser variables necesarias, aunque no suficientes por sí mismas para confirmarla.
En síntesis, el relevamiento empírico afianza la hipótesis principal y las complementarias; a partir del análisis de condición suficiente y necesaria se comprueba el argumento según el cual la PPL fue el resultado de la interacción de las tres condiciones causales en el contexto establecido. En otras palabras, los tipos de evidencia demostrados permiten afirmar que hay una alta certeza de la incidencia de las mencionadas condiciones en la explicación del desarrollo del cambio en la política laboral.
Conclusiones
Analizar y explicar los elementos sociales y políticos que fueron determinantes para la concreción de la PPL del primer gobierno del FA en el Uruguay constituyó el principal propósito de esta investigación. La revisión de las principales corrientes teóricas sobre el desarrollo de los estados de bienestar y el diseño de las políticas públicas nos permitió delinear las condiciones causales como factores explicativos del cambio.
De este modo, se asoció el enfoque institucional y de los legados políticos con el cambio histórico de las relaciones laborales en nuestro país, así como también se relacionó el enfoque de los recursos de poder con el vínculo estratégico entre el FA y el PIT‑CNT, el que facilitó la concreción de la política laboral en un contexto de crecimiento que se relacionó con el enfoque económico y sus consecuencias sociales.
Conocer los factores que intervinieron en la formulación de la política laboral permite comprender mejor la dinámica de los procesos de decisión en políticas públicas y el desarrollo de las relaciones laborales en el Uruguay. Por otra parte, la formulación de políticas públicas como las impulsadas por el FA en diversas áreas sociales representa una demostración más de la centralidad de los partidos en Uruguay en la ampliación de los derechos sociales.
En la PPL impulsada entre 2005 y 2010 se identifica una modificación significativa en el rol del estado de bienestar que equilibró las relaciones de poder entre los principales actores del vínculo capital‑trabajo, haciendo más equitativas las relaciones entre empleados y empleadores.
Durante el período 2005‑2010 ―después de más de una docena años de ausencia de ámbitos de negociación entre el Gobierno, los trabajadores y empresarios― se desarrolló una importante legislación a favor de los derechos de los trabajadores y el movimiento sindical. Las medidas llevadas a cabo representaron la consolidación de la PPL, a partir de un cambio ideológico que priorizó el rol activo del Estado en el sistema laboral que se expresó en decisiones políticas como el fortalecimiento de las instituciones laborales.
 En este sentido, la reactivación de los CC. de SS. ―incluyendo al sector público, rural y doméstico―, la articulación de la política laboral, fiscal y salarial, y la implementación de un nuevo marco jurídico ampliaron la base de la protección social y de la seguridad laboral, y son las evidencias empíricas más destacadas del período; resultan ser, además, la explicación de los factores claves para entender el crecimiento de los salarios, la disminución de la pobreza y, en definitiva, la distribución del ingreso.
La articulación de las políticas salariales, fiscales y laborales puede observarse a través de la evolución de los indicadores económicos y sociales del período. Así, al cierre del primer gobierno progresista, además de la recuperación del salario real, la PEA alcanzó su punto más alto, con el 63, 1 % (la masculina llegó al 70 %, y la femenina, al 50 %). El empleo comenzó a crecer a partir de 2006, después de haber estado el año anterior sin crecimiento, puesto que la reactivación de sectores claves como la construcción y el comercio no fue suficiente.
Además, los aumentos de los salarios mínimos operaron como un freno a la generación de empleo y generaron incertidumbre en el ámbito empresarial. A pesar de que dichos factores tuvieron su influencia en las decisiones de los empleadores, los diversos sectores de la economía continuaron creciendo y el empleo aumentó, y por consiguiente, el desempleo continuó en descenso hasta llegar en 2009 al 6,4 %, la tasa más baja registrada en el periodo, que contrasta con la tasa de desempleo, que en 2003 se situaba en 16,9 %.
Como se mencionó, luego de un 2005 con el empleo estancado, la tasa de ocupación empezó a crecer y, por consiguiente, el desempleo disminuyó, el poder de compra aumentó en todas las ramas de actividad y el salario real promedio aumentó un 25 % en el período; además, el coeficiente de Gini ―principal indicador de la concentración del ingreso― pasó de 0,45 en 2004 a 0,38 en 2013, lo que permite apreciar el resultado las políticas sociales. En este sentido, Uruguay forma parte del 10 % de países en los cuales disminuyó más dicho coeficiente en los períodos 2005‑2009 y 2010‑2013 (Olesker, 2013).
Después de la reinstalación de los CC. de SS. y la legislación aprobada en el campo laboral, la tasa de negociación colectiva alcanzó en 2013 a 98 %, ―según datos de la OIT― una cobertura casi universal de los trabajadores que ubica a nuestro país entre los países con registros más altos en la materia.[footnoteRef:7] [7: 	OIT (datos 2013 sobre CC. de SS.).] 

En definitiva, el legado histórico y político de las relaciones laborales, por su peso en el imaginario colectivo y la concepción ideológica del FA y sus aliados, incidió en la búsqueda por afianzar del Estado de bienestar, el cual se fortaleció desde el diseño del plan de gobierno hasta la gestión que hizo el PE del crecimiento económico a partir del 2005 para ejecutar reformas y políticas sociales. La ausencia de las políticas laborales de gobiernos anteriores generó la demanda por mayor presencia institucional en el campo laboral y fomentó el desarrollo del marco normativo que dio fundamento a la variable dependiente (Y, PPL).
Mediante el ejercicio de rastreo de procesos realizado fue posible explicar que los legados de política favorecieron la implementación de la reforma de tipo institucional y el cambio histórico en el campo laboral, y que los incentivos electorales para impulsar las políticas públicas y los recursos de poder ―como la mayoría parlamentaria y las alianzas estratégicas― influyeron para implementar los cambios, en un contexto de crecimiento económico. [footnoteRef:8] [8:  Las entrevistas realizadas a informantes calificados ―desde ministros con mandato vigente o cumplido, pasando por cuadros y técnicos reconocidos en la materia, hasta académicos especialistas en relaciones laborales― confirman que existió una relación significativa entre los factores mencionados ―como condiciones causales― y la formulación de la PPL.] 

Finalmente, esta investigación nos permitió identificar los vínculos entre las decisiones de gobierno, los cambios en la política laboral y el desarrollo del Estado de bienestar.
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